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so-Administrativo núm. Tres de Málaga, que al estudiar el
sistema en su sentencia de 6 de octubre de 2000 decía: Por
lo expuesto y actuado en el expediente se aprecia claramente
que la actora (la recurrente) realizó una actividad en el caso
enjuiciado que induce o puede inducir a error a sus desti-
natarios, luego la publicidad es engañosa.

Tercero. En cuanto a la cuantía de la sanción, la Ley
permite para este tipo de infracciones la imposición de multas
de hasta 500.000 pesetas (3.005,06 euros). La sentencia
del Tribunal Supremo de 8 de marzo de 2002 nos señala
que no es siempre posible cuantificar, en cada caso, aquellas
sanciones pecuniarias a base de meros cálculos matemáticos
y resulta, por el contrario, inevitable otorgar (...) un cierto
margen de apreciación para fijar el importe de las multas sin
vinculaciones aritméticas a parámetros de «dosimetría san-
cionadora» rigurosamente exigibles. En este caso, la sanción
de 601,01 euros está más cerca del límite inferior que del
superior (3.005,06) de las posibles, debiendo tenerse en cuen-
ta que el total de lo defraudado a los tres reclamantes fue
57.000 pesetas, por lo que no procede su revisión.

Vistos la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la
Defensa de los Consumidores y Usuarios, la Ley 5/1985, de
8 de julio, de los Consumidores y Usuarios en Andalucía,
el R.D. 1945/83, de 22 de junio, por el que se regulan las
infracciones y sanciones en materia de defensa del consumidor
y de la producción agro-alimentaria, la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y demás
disposiciones concordantes y de general aplicación, esta Secre-
taría General Técnica

R E S U E L V E

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por doña Juliet
F. Collins, en representación de Holiday Shop, S.L., contra
Resolución de la Delegación del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía en Málaga, y en consecuencia mantener la misma en
sus propios términos.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la jurisdicción contencioso-admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico. Fdo.: Rafael Cantueso
Burguillos.»

Sevilla, 1 de abril de 2003.- El Secretario General Técnico,
Rafael Cantueso Burguillos.

RESOLUCION de 1 de abril de 2003, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se notifica la adoptada
por el Consejero de Gobernación al recurso de alzada
interpuesto por doña Francisca Sánchez Ordóñez, en
representación de Inmobiliaria y Construcciones Renor
96, SL, contra otra dictada por el Delegado del Gobier-
no en Málaga, recaída en el Expte. PC-539/01.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común e intentada sin efecto la notificación personal
a la recurrente Inmobiliaria y Construcciones Renor 96, SL,

de la resolución adoptada por el Consejero de Gobernación
al recurso administrativo interpuesto, contra la dictada por el
Delegado del Gobierno en Málaga, por la presente se procede
a hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en
su domicilio reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a veinte de febrero de dos mil
tres.

Visto el Recurso de alzada interpuesto, y en base a los
siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. El día 27 de septiembre de 2001 el Ilmo. Sr.
Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía en Málaga
acordó la iniciación de expediente sancionador contra la enti-
dad Inmobiliaria y Construcciones Renor 96, S.L., por no aten-
der al requerimiento efectuado por la Administración con oca-
sión de la reclamación presentada por doña Araceli Luque
Orellana.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, el 21 de noviembre dictó resolución por la que se
impone a la citada entidad una sanción de 75.000 ptas.
(450,76 E) por infracción de los artículos 38.4 y 35 de la
Ley general para la defensa de consumidores y usuarios y
5.1 y 6.4 del R.D. 1945/1983, de 22 de junio, por el que
se regulan las infracciones y sanciones en materia de defensa
del consumidor y de la producción agroalimentaria.

Tercero. Contra la anterior resolución el interesado inter-
puso recurso de alzada, alegando en síntesis que no se ha
motivado la resolución impugnada, no siendo la Administra-
ción de Consumo la más apropiada para calificar hechos refe-
rentes a vicios constructivos.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero realizada por la Orden de 18
de junio de 2001, para conocer y resolver el presente recurso,
a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la Ley de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común (en adelante, LRJAP-PAC),
y 39.8 de la Ley del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, en relación con el Decreto del
Presidente 6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de
Consejerías, el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el
que se aprueba la Estructura Orgánica de la Consejería de
Gobernación, modificado por Decreto 373/2000, de 16 de
mayo.

Segundo. En vista de las alegaciones vertidas por la parte
recurrente, se hace necesario recordar el motivo concreto por
el cual se procedió a incoar el presente expediente sancionador
así como la infracción exacta que ha sido objeto de sanción
administrativa.

De la documentación obrante en el expediente de refe-
rencia, se desprende que el 9 de mayo de 2001 (folio 14)
la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía en Málaga
requirió a la hoy recurrente a fin de que en referencia a la
reclamación formulada por doña Araceli Luque Orellana contra
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esa entidad (...) se le requiere para que remita a este Servicio
de Consumo (...) en el plazo de diez días a contar desde
el siguiente a la recepción de este requerimiento, copia de
la contestación que sobre la misma se dé o haya dado al
reclamante. La recurrente no ha atendido este requerimiento,
por lo que ha infringido el art. 5.1 del R.D. 1945/83 de 22
de junio, por el que se regulan las infracciones y sanciones
en materia de defensa del consumidor y de la producción
agroalimentaria, que recoge como infracción la negativa o resis-
tencia a suministrar datos o a facilitar la información requerida
por las autoridades competentes o sus agentes, en orden al
cumplimiento de las funciones de información, vigilancia,
investigación, inspección, tramitación y ejecución en las mate-
rias a que se refiere el presente Real Decreto, así como el
suministro de información inexacta o documentación falsa.
Por lo tanto, no se trata de una cuestión de defectos de la
construcción, sino de no haber contestado a un requerimiento
efectuado, obstruyendo con eso la labor de inspección de con-
sumo que tiene la Administración.

Vistos la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la
Defensa de los Consumidores y Usuarios, la Ley 5/1985, de
8 de julio, de los Consumidores y Usuarios en Andalucía,
el R.D. 1945/83, de 22 de junio, por el que se regulan las
infracciones y sanciones en materia de defensa del consumidor
y de la producción agro-alimentaria, la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y demás
disposiciones concordantes y de general aplicación, esta Secre-
taría General Técnica

R E S U E L V E

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por doña Fran-
cisca Sánchez Ordóñez, en representación de Inmobiliaria y
Construcciones Renor 96, S.L., contra Resolución de la Dele-
gación del Gobierno de la Junta de Andalucía en Málaga,
y en consecuencia mantener la misma en sus propios términos.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico. Fdo.: Rafael Cantueso
Burguillos.»

Sevilla, 1 de abril de 2003.- El Secretario General
Técnico, Rafael Cantueso Burguillos.

RESOLUCION de 1 de abril de 2003, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se notifica la adoptada
por el Consejero de Gobernación al recurso de alzada
interpuesto por don José Javier Correro Casado, contra
otra dictada por el Delegado del Gobierno en Cádiz,
recaída en el Expte. 01/215.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don José Javier Correro Casado, de la resolución
adoptada por el Consejero de Gobernación al recurso admi-
nistrativo interpuesto, contra la dictada por el Delegado de
Gobierno de la Junta de Andalucía en Cádiz, por la presente
se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido

practicar en su domicilio reproduciéndose a continuación el
texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En Sevilla, a cuatro de marzo de dos mil tres.

Visto el recurso de alzada interpuesto y sobre la base
de los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Don José Javier Correro Casado formalizó escrito
ante el Servicio de Consumo de la Delegación Provincial, contra
la entidad suministradora “TEDESA”, por disconformidad con
el importe abonado a dicha entidad de 6.549 ptas. en concepto
de derecho de acometida y cuota de contratación correspon-
diente al domicilio sito en C/ Colón núm. 1, al entender que
dichos derechos de acometida están incluidos en la factura
de fecha 3 de octubre de 1995 e importe de 78.906 ptas.

Segundo. La Delegación del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía en Cádiz dictó la Resolución de referencia, por la que
resolvió:

1. Declarar reglamentariamente correcta la factura de
fecha 26 de noviembre de 1995 por importe de 6.549 ptas.
correspondiente al suministro doméstico sito en C/ Cristóbal
Colón, 1, calibre 15 mm y caudal 2 l/sg.

2. Proponer el archivo de la reclamación.

Tercero. Contra la anterior Resolución, se interpuso recur-
so de alzada, en el que, en síntesis, se alega:

- Que el 3 de octubre de 1995 se abonó al Ayuntamiento
de Sanlúcar de Barrameda los derechos de acometida para
una “batería centralizada para seis contadores”, correspon-
diente a la finca sita en C/ Colón núm. 1, núm. 18 (antiguo),
núm. 1 actual, por importe de 78.906 ptas.

- Que posteriormente solicitó la conexión de agua para
el local citado, abonando 6.549 ptas. por derechos de aco-
metida y cuota de contratación, cuando ya fue abonado por
el instalador.

- Que se trata de un error el cobro de esta última cantidad,
puesto que ya fue abonada, además por ser cuota única, tal
y como establece el Real Decreto 120/1991, de 11 de junio;
que la Orden vigente que regulaba las tarifas de agua potable
(Orden de 3 de febrero de 1994, publicada en BOJA núm.
17 de 12 de febrero) y el art. 106.2 de la Ley 7/1985, de
2 de abril, no se recoge ningún concepto relativo a cuota
de contratación, por lo que el Ayuntamiento no está facultado
para el cobro de la misma.

- Defectos formales.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Excmo. Sr. Consejero, para conocer y resol-
ver el presente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artícu-
los 114.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y artículo 39.8 de la Ley 6/1983, de
21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comunidad
Autónoma, en relación con el Decreto del Presidente 6/2000,
de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías, el Decre-


